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I. INTRODUCCIÓN
Los incentivos fiscales previstos en la
Ley 19/1994 fueron modificados, para el
periodo 2007/2013, mediante Real Decreto
Ley 12/2006 y posteriormente desarrollado
mediante Real Decreto 1758/2007. Aparecen
en ambos textos legales unas referencias a
la directa aplicabilidad de la legislación
comunitaria de ayudas de estado en el sec-
tor agrícola. 
II. LOS INCENTIVOS FISCALES DEL
REAL DECRETO LEY 12/2006 DESDE
EL PUNTO DE VISTA DEL RÉGIMEN
COMUNITARIO MULTISEC-TORIAL
DE AYUDAS DE ESTADO
Mucho se ha escrito ya de la especial
incidencia que tienen para los beneficios tri-
butarios previstos en el Régimen Económico
y Fiscal las modificaciones que en cada perí-
odo de programación comunitaria sufren las
llamadas “ayudas de estado”por lo que sim-
plemente vamos a limitarnos a recordar las
grandes líneas del régimen comunitario de
competencia.
Sin ánimo de reiterar lo que ya es públi-
co, sí parece que conviene recordar que
España sigue siendo soberana para instaurar
el régimen fiscal de imposición directa que
estime oportuno sin injerencias comunita-
rias, y que tiene algunas limitaciones en la
indirecta, pero para ambos casos cualquier
excepción que se conceda a un territorio o a
unos beneficiarios concretos debe pasar el fil-
tro comunitario con antelación a su puesta en
marcha so pena de ser consideradas ayudas
ilegales y sometidas a la amenaza de un
reembolso. 
En este sentido la Comisión Europea
examinó en 2006 las entonces propuestas de
las autoridades españolas en dos concretos
expedientes de ayudas estatales: el
N376/2006 relativo a la revalidación del régi-
men de la Zona Especial Canaria y el
N377/2006 que examina la compatibilidad
del régimen para los artículos 25, 26 y 27 de
la Ley 19/1994.
En general la consideración comunitaria
de las ayudas de estado está contenida en
artículo 87.1 del TCE según el cual serían
incentivos que inciden en los intercambios
comerciales entre estados miembros “bajo
cualquier forma que falseen o amenacen con
falsear la competencia favoreciendo a deter-
minadas empresas o producciones”. Este
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La autora aborda la aplicabilidad del régimen comunitario de ayudas de estado al sec-
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interna española que establece los beneficios fiscales.
marco se cumple con las ayudas del REF ya
que según aprecia la Comisión Europea en las
cartas referenciadas:
1. Se implica a recursos del Estado
Miembro a través de exenciones y/o reduc-
ciones fiscales que constituyen ingresos fis-
cales condonados.
2. Son medidas que sólo se aplican a las
empresas que operen en Canarias, por lo que
éstas tienen una ventaja comparativa sobre
las que, operando en este territorio no tengan
aquí las inversiones que exige la normativa
fiscal y por tanto podrían, potencialmente,
provocar distorsiones de la competencia.
3. El régimen está abierto a entidades
que pueden competir en el ámbito internacio-
nal y por tanto pueden, también al menos
como posibilidad, afectar a los intercambios
entre Estados Miembros.
Al cumplirse estas condiciones, las auto-
ridades nacionales ven reducidas las posibili-
dades de configuración del Régimen
Económico y Fiscal ya que éste ha de cumplir
las exigencias comunitarias en materia de
ayudas de estado. Canarias tiene en este sen-
tido la ventaja de contar en este marco con un
régimen excepcionalmente favorable que le
permite una mayor amplitud e intensidad de
las medidas debido a su carácter de región
ultraperiférica.
Los condicionantes a cumplir se contie-
nen fundamentalmente en las Directrices de
Ayudas de Estado con finalidad regional (en
adelante, DAR). Estas normas se aprueban
actualmente coincidiendo tanto en tiempo
como en orientaciones con cada período de
programación de fondos y son normas de
actuación a las que el Estado Miembro se
somete “voluntariamente”. Las aplicables al
período 2007/2013 se publicaron en el DOCE
C54 de 04.03.2006 y las medidas apropiadas
para revisar las normas aprobadas con el
marco anterior y adaptarlas al vigente fueron
aceptadas por España el 19 de abril de 2006. 
Este marco genérico es la base del exa-
men al que la Comisión sometió el REF vigen-
te, al constituir el mismo un régimen multi-
sectorial que forma parte de una estrategia
de desarrollo regional con objetivos clara-
mente definidos. El marco contempla dos
tipos fundamentales de ayuda:
a) Ayudas a la inversión: las concedidas
para un proyecto de inversión inicial
en el sentido expresado en el punto
34 de las DAR y que en esencia refle-
jan el mismo concepto que el conte-
nido en los artículos 25 y 27 A) y B)
de la actual Ley 19/1994.
b) Ayudas de funcionamiento: todas
aquellas que no se correspondan con
las mencionadas definiciones que, en
general, suelen corresponder a la
reducción de los gastos corrientes de
las empresas o a inversiones de pura
sustitución y que a nivel comunitario
suelen estar muy limitadas o en algu-
nos casos prohibidas.
En este documento se especifican los
porcentajes máximos de auxilio público
tanto por región como por tipo de benefi-
ciario y de ayuda. Son particularmente
LA APLICACIÓN DEL RÉGIMEN ECONÓMICO FISCAL A LOS PRODUCTOS AGRÍCOLAS...
93haciendacanaria
Las directrices tienen, sin embargo
varias excepciones de aplicación y la que nos
ocupa en este trabajo- el sector primario agrí-
cola y forestal- es una de ellas. Según el punto
8 de las DAR esta legislación no es aplicable a
los productos que enumera el Anexo I del
Tratado aunque sí parcialmente a la transfor-
mación y a la comercialización de esos pro-
ductos. 
Esta es la razón por la que tanto en las
autorizaciones de los artículos 25, 26 y 27
como en la que renueva la Zona Especial
Canaria la Comisión insista en resaltar el
compromiso de España de respetar las nor-
mativas sectoriales de aplicación y que espe-
cíficamente llame la atención acerca de la
posibilidad de adoptar las medidas apropia-
das para adaptarse al marco sectorial agríco-
la que en ese momento aún no había sido
adoptado (puntos 19 y 68 del régimen
N377/2006 y 17 del N 376/2006).
Vamos pues a detenernos en el conteni-
do de ese régimen comunitario para centrar
su incidencia en los incentivos del Régimen
Económico y Fiscal y pronunciarnos sobre su
aplicabilidad al sector primario.
III. EL RÉGIMEN COMUNITARIO DE
AYUDAS DE ESTADO EN EL SECTOR
AGRÍCOLA
A) MARCO GENERAL 
Quizás por ser un tema puramente sec-
torial, la específica regulación comunitaria de
ayudas de estado para el sector agrícola no ha
sido tan pública como la regulación de las DAR
a pesar de tener notas en común con ella y
puede merecer la pena difundir, si quiera a
destacables sus puntos 17, 80 y 84 en el
que se establece el marco aplicable a
Canarias como región ultraperiférica con
un límite mejorado de inversión subven-
cionable y la posibilidad de establecimien-
to de ayudas de funcionamiento con carác-
ter estable en porcentajes de auxilio y sin
limitación temporal. 
Conforme a este esquema, los incenti-
vos del REF tienen las siguientes característi-
cas como ayudas de estado multisectoriales:
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CUADRO 1 
CONFIGURACIÓN DE INCENTIVOS REF COMO AYUDAS DE ESTADO
Fuente: Comisión Europea. Expedientes N 376/2006 y N 377/2006
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grandes rasgos, los elementos más caracte-
rísticos de su contenido.
Tal como se realiza en el ámbito multi-
sectorial, también en el agrícola se estable-
cen por períodos de programación “reglas del
juego” para entender que los auxilios públi-
cos concedidos al sector primario son compa-
tibles con el Derecho comunitario, esto es,
que no contravienen la Política Agrícola
Común y que además son coherentes con el
especial régimen de financiación comunitaria
de que disfruta el sector (FEADER), con las
orientaciones generales de competencia y,
cómo no, con las obligaciones internacionales
que impone la Organización Mundial de
Comercio.
El marco general en el que se mueve el
sector viene dado por tres grandes líneas:
1. Las Directrices comunitarias sobre ayu-
das estatales al sector agrario y forestal
2007/2013. (DOC C 319 de 27.12.2006)
(en adelante, DAF). En ellas, a semejan-
za de las DAR en el ámbito multisecto-
rial, se especifican las medidas que para
su concreto ámbito de aplicación son
compatibles con la normativa comunita-
ria. Dado lo específico de sus destinata-
rios, y del régimen de apoyo tradicional
con que cuenta el sector, comprende un
gran abanico de medidas para fomentar
su adaptación a la política agrícola
común, para mejorar el sector primario
o para paliar los efectos de los desastres
naturales. 
La Dirección General de la Comisión
Europea competente para efectuar ese
examen es, a diferencia de las multisec-
toriales en las que interviene la DG com-
petencia, la DG de Agricultura y
Desarrollo Rural. 
A efectos del Régimen Económico y
Fiscal ciertamente sólo algunas de las
medidas contempladas en las DAF serí-
an de aplicación: concretamente las
ayudas a la inversión tanto en su ver-
tiente de explotaciones agrícolas como
para las empresas de transformación y
comercialización y las previsiones para
ayudas de funcionamiento. No obstan-
te, todas estas medidas han de cumplir
una serie de principios generales comu-
nes a cualquier medida que se adopte
en el sector y por tanto que también son
lógicamente aplicables a las ayudas con
forma fiscal.
2. Las ayudas de minimis en el sector, que
también cuentan, en este caso conjun-
tamente con el sector pesquero, con un
desarrollo específico (Reglamento CE nº
1860/2004, de la Comisión de 6 de
octubre de 2004). Son un tipo de ayu-
das que, debido a tener un importe
mínimo, están exentas de notificación
previa para su autorización siempre que
cumplan las normas que en dicho
Reglamento se detallan. Dado que el
importe autorizado es sólo de 3.000
euros en un período de 3 años y que son
de exclusiva aplicación al sector prima-
rio, no parece que sea éste el instru-
mento jurídico adecuado para dar
soporte normativo a unas ayudas tan
cuantiosas como las establecidas en el
Régimen Económico Fiscal. En cualquier
caso, la vigencia de este Reglamento
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expira el 31.12.2008 y sólo es de aplica-
ción a la producción agrícola, rigiéndose
por el marco general de minimis la
ayuda a la industria agroalimentaria.
3. La regulación específica de ayudas esta-
tales para las PYMES en el sector prima-
rio también cuenta con un instrumento
jurídico ad hoc a través del Reglamento
1857/2006 de la Comisión, de 15 de
diciembre de 2006 (DOC L 583 DE
16.12.2006) que, a pesar de ser ante-
rior a las directrices marco, tiene vigen-
cia hasta 2013 y que regula exenciones
de notificación para las ayudas de esta-
do del sector agrícola siempre que se
cumplan determinadas condiciones y se
suministre la pertinente información a la
Comisión. No abarca a todas las ayudas
que desgranan las directrices pero sí
establecen la exoneración que nos inte-
resa a efectos de REF: las ayudas a
inversiones en explotaciones agrarias.
Con respecto a las ayudas a la comercia-
lización y transformación de los produc-
tos agrícolas el Reglamento aplicable
con carácter general es el 1998/2006,
(DOCE L 379 de 28.12.2006) es decir, el
marco multisectorial que establece
como límite para la notificación los
200.000 euros en igual periodo.
4. El Reglamento 247/2006, que aun tra-
tando fundamentalmente de los apo-
yos POSEI a las producciones comuni-
tarias y del Régimen Específico de
Abastecimiento para las Regiones
Ultraperiféricas, también se ha ocupado
de las ayudas estatales permitiendo en
su artículo 16 el establecimiento de ayu-
das de funcionamiento en el sector de la
producción, transformación y comercia-
lización de los productos agrícolas.
B) MARCO ESPECÍFICO DE AYUDAS EN
RELACIÓN AL RÉGIMEN ECONÓMICO
Y FISCAL Y AL CARÁCTER ULTRA-
PERIFÉRICO DE CANARIAS
Por lo que al encuadramiento de REF en
el marco comunitario agrícola de ayudas de
estado se refiere, interesa subrayar varias
cuestiones que la diferencian del régimen
general:
1. La intensidad de ayudas a la inversión
para explotaciones agrícolas en
Canarias es superior a la contemplada
con carácter general en las DAR. 
En el marco general la ayuda asciende
al 40% (60% para PYMES) del equiva-
lente de subvención neta y en el de
inversiones a explotaciones agrícolas o
de transformación y comercialización de
productos locales puede alcanzar el
75% para las empresas de dimensión
económica reducida. (Artículos 15 del
Reglamento 247/2006 de 30 de enero
por el que se aprueba el vigente POSEI
y Anexo del Reglamento 1698/2005 por
el que se aprueba el FEADER). En prin-
cipio, pues, no debe haber impedimen-
to alguno con respecto a la intensidad
de la medida en el sector agrícola.
2. A semejanza del marco multisectorial,
también en el marco agrícola se pue-
den autorizar las ayudas de funciona-
miento tal como establecen el artículo
16 del Reglamento CE 247/2006 preci-
tado y el punto 110.c) y d) de las pro-
pias directrices agrícolas. No obstante,
así como en el marco general ya se
establecen los principios generales a
los que responde el sistema en cuanto
a ayudas a transporte, en el agrícola la
Comisión se limita a reconocer su limi-
tada experiencia en este marco y a
anunciar que las estudiará caso por
caso teniendo en cuenta su conexión
con los programas de desarrollo rural y
su afectación a la competencia. 
No hay hasta esta fecha un desarrollo
de los mencionados principios ya que las
notificaciones que España ha realizado
hasta ahora y han sido autorizadas por la
Comisión en este marco se refieren con
carácter casi exclusivo a ayudas para paliar
desastres naturales que, como hemos visto,
no serían aplicables al REF. 
No obstante, se puede destacar que
tampoco parece haber, al menos a priori,
una mayor dificultad que la de justificar,
como se hace en el marco general, la propor-
cionalidad de la medida con las limitaciones
al desarrollo económico que se pretende
paliar.
En efecto, si acudimos a las ayudas a
otras regiones ultraperiféricas que se han
autorizado por la Comisión hay un amplio
abanico de ayudas de funcionamiento que
han pasado también el filtro comunitario. De
éstas destacamos por su semejanza con el
Régimen Económico Fiscal los instrumentos
paralelos en los Departamentos Franceses
de Ultramar, a través de la ley de ordenación
de esos territorios (expedientes N522/2006,
N524/2006, N529/2006, N540/2006,
N542/2006, N559/2006, N560/2006,
N627/2006, N667/2006 y 668/2006) y la
revalidación de la Zona Franca de Madeira
(N421/2006). Todos ellos instauran incenti-
vos fiscales de aplicación indistinta para el
sector primario y los restantes sectores y
han sido autorizados por la Comisión con la
base de su apoyo al desarrollo económico y
social de esos territorios. Las referencias
que se realizan en las autorizaciones al sec-
tor agrario se pueden resumir en dos pun-
tos: respecto a las ayudas a la inversión han
de respetarse estrictamente las limitaciones
que establece la normativa comunitaria y
respecto a las ayudas de funcionamiento, la
Comisión se limita a su autorización con
base en la legislación expuesta.
Únicamente en una ayuda de funcio-
namiento concedida a las organizaciones
de productores de plátano franceses
(N40/2004) la Comisión ha establecido,
eso sí para el marco comunitario 2000-
2006, de redacción muy similar a la actual, las
condiciones siguientes para considerar que
está justificada una ayuda al sector agrícola:
1. La ayuda debe tener una contrapartida o
un elemento que incite la actividad: en el
caso que examinó el beneficiario debía
cumplir compromisos de mejora que, al
menos teóricamente, iban a superar los
problemas de organización del sector.
2. Debe contribuirse al desarrollo económi-
co del sector, entendiendo éste en el con-
texto de las sinergias de las acciones
emprendidas tanto en el marco comunita-
rio como en el nacional.
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En principio, y con base en esos paráme-
tros, el examen del Régimen Económico y
Fiscal debería hacerse aportando varios ele-
mentos:
a) Coherencia con el marco aprobado como
desarrollo rural.
Los elementos comunes que forman
parte de los ejes y medidas previstos en
el programa de desarrollo rural de
Canarias FEADER 2007/2013 se refieren
exclusivamente a ayudas a la inversión y
reproducen exactamente el contenido
de la legislación sectorial expuesta más
arriba. Una primera aproximación nos
podría pues llevar a excluir las inversio-
nes de sustitución y los derechos de
plantación para preservar la coherencia
entre ambos marcos. No obstante, es de
subrayar que el marco de las ayudas de
funcionamiento no tendría encaje en
este marco y que sólo a través de espe-
cificar el otro parámetro podríamos
tener un beneplácito comunitario.
b) Contribución a paliar los costes de ultra-
periferia
Así como se justificó este extremo en el
marco multisectorial, también en el área del
sector primario sería preciso demostrar que la
producción agrícola tiene una carga por cos-
tes de ultraperiferia similar a la que padecen
el resto de los sectores económicos (incluida
la industria agroalimentaria).
La Consejería de Agricultura, Ganadería,
Pesca y Alimentación del Gobierno de
Canarias encargó en 2002, con actualización
en 2004, el estudio paralelo al acometido en el
sector privado y en el público por la Consejería
de Economía y Hacienda que arroja los
siguientes importes: 
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CUADRO 2
COMPONENTES DEL COSTE DE ULTRAPERIFERIA EN EL SECTOR AGRARIO
Y EN EL RESTO DEL SECTOR PRIVADO (%)
Fuente: Coste de Ultraperiferia para el sector agrario en Canarias realizado por Aeconomia XXI por
encargo de la Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación.
No parece, pues, a tenor de los datos
transcritos que pueda existir dificultad algu-
na en trasladar este coste como justificación
de las ayudas fiscales del REF al sector y tanto
para las de inversión como para las de funcio-
namiento que nos quedaban fuera del marco
del FEADER.
IV. LA APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN
SECTORIAL AGRÍCOLA AL REF
El compromiso de las autoridades espa-
ñolas al que se ha aludido anteriormente y la
única advertencia que lleva a efecto la
Comisión en la autorización del artículo 25, 26
y 27 de que es posible que haya que adoptar
medidas apropiadas para ajustar el incentivo
fiscal, hacen que sea preciso revisar el marco
en el que nos movemos a la luz de esa legis-
lación sectorial.
Una de las primeras cuestiones que hay
que aclarar es a quién afecta esta legislación
sectorial. 
Las directrices del sector agrícola, sea
cual sea el tamaño del beneficiario, se aplican
a las actividades de producción, transforma-
ción y comercialización de determinados pro-
ductos agrícolas, con independencia de los
concretos instrumentos de que se sirva la
ayuda estatal (incentivos fiscales en el caso
del REF).
Los productos cubiertos por esta legis-
lación son, cómo no, aquellos cubiertos por
la Política Agrícola Común: los enumerados
en el Anexo I del Tratado CE con dos mati-
ces; se excluyen la pesca y los productos
pesqueros y sus derivados (que tienen tam-
bién un tratamiento particular) y se matiza
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CUADRO 3
COSTE DE ULTRAPERIFERIA DEL SECTOR AGRARIO EN CANARIAS
Fuente: Coste de Ultraperiferia para el sector agrario en Canarias realizado por Aeconomia XXI por encargo
de la Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación.
que se incluyen en esa lista dos productos:
el corcho, de poca importancia para
Canarias, y los productos que imitan o sus-
tituyen a la leche o productos lácteos (los
que pueden confundirse con ellos pero cuya
composición se diferencia en que contienen
grasas o proteínas de origen no lácteo según
la definición dada por el Reglamento comu-
nitario 1898/87). 
Reproducimos a continuación para una
mayor claridad los productos del Anexo I que
quedarían, además de los dos enumerados,
cubiertos por legislación sectorial, bien de
pesca o de agricultura.
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CUADRO 4
PRODUCTOS CUBIERTOS POR EL ANEXO I DEL TCE Y SUJETOS A LEGISLACIÓN
SECTORIAL PRIMARIA
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Así, en principio, todas las entidades
que se dediquen a la producción, transfor-
mación o comercialización de estos produc-
tos tendrían que aplicar las directrices sec-
toriales de agricultura.
No obstante, la propia legislación
matiza esta aproximación exigiendo para la
transformación que el producto resultante
sea también un producto agrícola y que la
comercialización se refiere a la colocación
en el mercado para la venta que no sea la
inicial del productor primario. Además se
reenvía a la legislación multisectorial toda
aquella industria agroalimentaria que no
esté específicamente nombrada en la legis-
lación agrícola, por lo que la práctica tota-
lidad de las transformaciones de la indus-
tria agroalimentaria saldrían de este
marco. Sí permanecerían en él, en cambio,
las actividades que llevan a cabo las agru-
paciones de productores como comerciali-
zación de los productos.
Por lo tanto ya respecto al ámbito
subjetivo tenemos una primera restricción
de lo que a priori parece incluido: esas
directrices sólo se aplican parcialmente al
sector de la comercialización y transforma-
ción agroalimentaria. Dependiendo de la
forma concreta de la ayuda, será pertinen-
te o no la aplicación de la legislación sec-
torial agrícola. En general se ha optado por
una equiparación entre las empresas agro-
alimentarias y las que operan transfor-
mando o comercializando otros productos
y sólo en el caso de que en cada una de las
medidas que desgrana las directrices lo
estableciera así tendríamos que acudir a
esta legislación. 
No obstante, como todo dentro del
ámbito comunitario, también existe una
excepción a la regla general: la comercializa-
ción y transformación de productos sustituti-
vos de la leche. En definitiva, sólo a estos últi-
mos y al sector primario les serían de
aplicación, en principio y con carácter global,
las restricciones comunitarias previstas para
la agricultura.
Con relación a la concreta inversión que
se realice también es de destacar otro punto
esencial: la legislación comunitaria se refiere
a una actuación directa del sector sobre sí
mismo. Si el objeto en que se materializa la
inversión no es utilizado como tal bien de
inversión en la actividad primaria lo que exis-
te es una diversificación y no serían de apli-
cación estas directrices ya que sólo inciden en
esas actividades.
Por lo que a la aplicación específica se
refiere, del amplio abanico que abarcan las
directrices agrícolas, las excepciones tributa-
rias que contempla el REF sólo pueden ser
fácilmente encajables en las ayudas a la
inversión en sus dos modalidades: para
explotaciones agrícolas y para empresas
dedicadas a la transformación y comercializa-
ción de productos agrícolas.
A) AYUDAS A LA INVERSIÓN EN EXPLO-
TACIONES AGRÍCOLAS
Esta ayuda está dirigida en exclusiva a
las explotaciones agrícolas de producción pri-
maria y su régimen varía en función del tama-
ño del receptor de la ayuda. A efectos de sim-
plificar y dado que, como hemos visto, los
topes máximos de intensidad de las ayudas
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son superiores a los previstos en el REF y en
el marco multisectorial, haremos únicamen-
te la descripción genérica de la ayuda compa-
tible con el mercado comunitario a nivel glo-
bal para luego comentar las excepciones que
se contemplan para las PYMES.
Con carácter general:
1. Sólo están permitidas por la legislación
comunitaria las que tengan por objetivo
reducir los costes de producción, mejo-
rar o reorientar la producción, mejorar la
calidad y preservar o mejorar el medio
ambiente o el bienestar animal. 
Hasta este punto no parece existir pro-
blema alguno en afirmar que con el REF
se cumpliría este parámetro. Las ayudas
fiscales que se contemplan en ese marco
irán encaminadas a esas finalidades y en
este caso no sólo porque la lógica econó-
mica así lo exija, sino porque esas impo-
siciones son también un requisito previo
en otro campo de ingresos muy impor-
tante para el sector: la percepción de
subvenciones. En efecto, éstas son con-
diciones indispensables para el acceso a
los fondos comunitarios y el cumpli-
miento de esos parámetros ya es exigi-
ble desde hace años al sector por moti-
vos extrafiscales.
2. Respecto a los gastos subvencionables
sólo son elegibles el inmobiliario (en
construcción, adquisición o mejora de
inmuebles) la compra o leasing de
maquinaria y equipos así como los gas-
tos generales relacionados con estos
activos (arquitectos, ingenieros, aseso-
res, estudios de viabilidad y patentes y
licencias) excluyendo impuestos y gas-
tos financieros. 
Desde otro punto de vista, son suscepti-
bles de ayuda también los bienes usados
salvo que el beneficiario sea gran
empresa. En principio, tampoco habría
en este punto colisión alguna con los
activos aptos para la inversión que prevé
el Régimen Económico y Fiscal ya que
éste a nivel interno exige el cumplimien-
to de mayores requisitos para configurar
una inversión como inicial excluyendo
incluso activos aptos a nivel comunitario
como la inversión en suelo. 
3. El beneficiario no puede ser una empre-
sa inviable económicamente, es decir,
no puede entrar en la categoría comuni-
taria de empresa en crisis. Este punto es
perfectamente asumible desde el punto
de vista fiscal al menos desde los artícu-
los 26 y 27 que se basan en la previa
existencia de beneficios o de rendimien-
tos para su concesión. Respecto al artí-
culo 25 lo cierto es que, aunque la legis-
lación no lo exija, parece difícil imaginar
una empresa que realice inversiones ini-
ciales cuando ya está previamente cali-
ficada de inviable.
4. Se establece la prevalencia de la norma-
tiva contenida en las correspondientes
Organizaciones Comunes de Mercado
contra cuyas prohibiciones y restriccio-
nes no se puede ir por esta vía. Esta
medida cautelar, aunque entre en la lógi-
ca comunitaria no tiene mayor impor-
tancia para el Régimen Económico y
Fiscal ya que su finalidad es general y de
contribución al desarrollo económico y
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social de Canarias y su aplicación es
indiscriminada para todos los sectores,
que sufren condicionantes generales
que nada tienen que ver con excesos de
producción vedados en las OCM. 
En efecto, la inclusión de Canarias en la
cuota láctea autorizada a España nunca
ha sido actualizada por la incorporación
de Canarias a la Política Agrícola Común,
razón por la que no les son de aplicación
las restricciones continentales. En vino,
tampoco son de aplicación las llamadas
destilaciones obligatorias al autorizarlo
así el Régimen POSEI (artículo 18 del
Reglamento precitado). Los regímenes
de ayuda autorizados en las OCM en los
que Canarias participa suelen tener,
como en el caso de frutas y hortalizas
aplicable al tomate, no restricciones de
producción o prohibiciones sino techos
de subvencionabilidad que curiosamen-
te la propia Unión Europea multiplica a
continuación a través de los programas
POSEI.
5. Cabe autorizar ayudas a la inversión
para adaptarse a las normativas comu-
nitarias de mejora medioambiental o de
bienestar animal que sean recientes
(hasta un límite de 36 meses desde su
implantación como norma general).
6. Puede subvencionarse la compra de
terrenos en los que no se vaya a edificar
con el tipo máximo de auxilio del 10%.
Ésta era la única advertencia específica
que realizó la Comisión Europea cuando
autorizó el Régimen de los artículos 25,
26 y 27 de la Ley 19/1994 y no tanto por-
que creyera que iba a ser aplicable (de
hecho, no está permitida la materializa-
ción en suelo agrícola en estos incenti-
vos) sino porque ésta ha sido una de las
mayores novedades de las ayudas al
sector en el período 2007/2013.
7. No puede invertirse fabricación de pro-
ductos de imitación y sustitución de
leche y lácteos. Este punto se deriva de
la necesidad a nivel comunitario de
reducir las producciones lácteas, lo que
consiguen con dos medidas. Por un lado
imponen al sector una restricción a la
producción (tasa láctea por Estado
Miembro) y por otro desincentivan la
producción de alimentos de similares
características y que por tanto les pue-
den hacer la competencia. Desde el
punto de vista de Canarias la realidad es
otra; no hay producción de leche sufi-
ciente para autoabastecernos, somos
adquirentes natos de los excedentes
comunitarios lácteos a los que subven-
ciona el REA y el consumo canario ha ido
tradicionalmente también hacia los pro-
ductos de imitación y sustitución de pro-
ductos lácteos. En cualquier caso, la pro-
hibición que aquí describimos sólo afecta
a las ayudas a la inversión con lo que el
tema seguiría abierto para las ayudas de
funcionamiento.
8. Se permite la concesión de ayudas a pro-
ductos específicos o al sector agrícola en
general pero se excluyen los siguientes
activos:
a) Compra de derechos de produc-
ción, animales y plantas anuales
b) Plantación de plantas anuales
c) Inversiones sustitutivas
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Una vez más el texto responde a una
lógica comunitaria de no fomentar aque-
llos elementos que favorezcan aumen-
tos de producción sujetos a restricciones
comunitarias y expresa su oposición, por
otra parte común al régimen de ayudas
multisectorial, a las ayudas al funciona-
miento ya que parte de que esos son los
gastos normales que ha de cubrir por sí
misma cualquier explotación económi-
ca, ya sea del sector agrario o no. Como
hemos visto, esta norma general tiene
su excepción en la aplicación a las regio-
nes ultraperiféricas en el marco multi-
sectorial pero también, como veremos,
puede aplicarse al sector primario a tra-
vés de las autorizaciones comunitarias.
El Régimen de las inversiones en la
PYME: 
A nivel comunitario el concepto de PYME
es mucho más amplio que el que conocemos
en la legislación interna como empresas de
reducida dimensión ya que incluye a todas
aquellas empresas que empleen a menos de
250 personas, cuyo volumen de negocio
anual no exceda de 40 millones de euros o
cuyo balance general anual no exceda de 27
millones de euros y que además cumplan el
criterio de independencia tal como se define
en la normativa comunitaria de forma similar
a la normativa interna española para los gru-
pos de sociedades.
El cumplimiento de estos parámetros
implica la aplicación de un régimen especial
para la entidad que es común a todos los sec-
tores aunque tiene sus particularidades en
agricultura.
En el marco agrícola se permiten las
mismas ayudas que se han descrito para las
restantes empresas sin que sea necesaria la
previa notificación pero con dos excepciones:
estas ayudas deben ser generales para todos
los sectores agrícolas (salvo que el Estado
Miembro considere que hay exceso de pro-
ducción o falta de salida comercial para algún
producto) y tampoco se permite la subven-
ción de obras de drenaje o equipo y obras de
regadío salvo que se ahorre el consumo de
agua con un mínimo del 25%.
Una vez más el régimen PYME agrario no
parece de aplicación lógica a Canarias. En las
restricciones iniciales ya hemos hecho nues-
tros comentarios pero es que además no exis-
te en REF ninguna restricción sectorial ni hay
ningún producto de Canarias que tenga pro-
blemas de exceso de producción o falta de
salida comercial. Todos los productos cana-
rios se mantienen en parámetros inferiores a
los permitidos. 
Es más, la orientación del programa
POSEI es básicamente de incentivo de pro-
ducción a un territorio claramente deficitario
y los problemas de precios que ha sufrido el
sector no se derivan de la falta de salida
comercial sino de la estructura de los merca-
dos que en ocasiones propician competen-
cias a la baja por parte de terceros países.
Respecto al consumo de agua, la cota
impuesta puede ser lógica para un territorio
no acostumbrado a restricciones pero es del
todo punto de imposible cumplimiento en el
ámbito normal de una empresa agrícola en
Canarias, ya que comprometería seriamente
su viabilidad si desperdiciara un recurso que
consume, como vimos, el 21% de su coste de
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ultraperiferia. Tal entidad sería inviable eco-
nómicamente y por supuesto no tendría,
como hemos visto, acceso a los incentivos
del REF.
B) LAS AYUDAS A EMPRESAS DEDICA-
DAS A LA TRANSFOR-MACIÓN Y
COMERCIALIZACIÓN DE PRODUCTOS
AGRÍCOLAS
Este apartado sí es, lógicamente, de
aplicación a la industria agroalimentaria ya
que regula la compatibilidad de las ayudas a
la inversión para las empresas dedicadas a
la transformación y comercialización de pro-
ductos agrícolas en el sentido anteriormen-
te expuesto.
Las condiciones que debe cumplir la
ayuda estatal en este caso son las siguien-
tes:
1. Debe cumplirse lo previsto en el
Reglamento 70/2001de 12 de enero de
2001 (DO L 10 de 13.01.2001) en su
artículo 4: las materias son los límites
previstos para las PYMES en intensidad,
condiciones de cálculo en creación de
empleo y activos aptos para la inver-
sión. La regulación es prácticamente
idéntica a la contenida en las DAR por
lo que podemos partir de que los incen-
tivos del REF los cumplirían. La única
diferencia significativa que hemos
detectado con nuestro régimen es que
el comunitario prevé la adquisición de
tecnología como único activo inmaterial
subvencionable y que la obligación de
mantener el empleo se alarga para
estas entidades a 5 años.
2. Son de aplicación las previsiones conte-
nidas en el Reglamento 1628/2006 de la
Comisión de 24.10.2006 (DOCE L 302
de 11.11.2006) que en definitiva repro-
ducen también lo contenido en las DAR
estableciendo ya aquí sí una regulación
idéntica en cuanto a activos inmateriales
y mantenimiento del empleo. 
3. Establecen incrementos en la intensidad
de las ayudas, diferentes en función de
la ubicación de las empresas en las
regiones asistidas o no y en función del
tamaño de las entidades. Dado que los
límites establecidos para la evaluación
del REF son menores que los del ámbito
agrícola damos por cumplidas las refe-
rencias.
4. Se prohíben las ayudas para la fabrica-
ción y comercialización de productos
que imiten o sustituyan a la leche o los
productos lácteos.
5. Sólo se admite la ayuda para elementos
usados para PYMES en sentido comuni-
tario.
En definitiva parece que se cumplen
todos los parámetros de la regulación del REF
con la excepción de la previsión del punto 4,
respecto a la cual damos por reproducidos los
argumentos expuestos.
Una última pincelada puede completar
este somero panorama de las ayudas aplica-
bles al sector: España debió presentar
durante el año pasado (o durante 2008 si
eran ayudas a la inversión en transformación
y comercialización) las medidas apropiadas
MARÍA JESÚS VARONA BOSQUE
106 haciendacanaria
para adaptar las ayudas existentes a las DAF,
y no consta que se hayan presentado a la
Comisión como tales las relativas al REF por
lo que no parece descabellado interpretar
que el propio Estado Miembro ha hecho el
ejercicio que ahora estamos abordando y ha
llegado a la conclusión de que no es necesa-
ria ninguna adaptación del régimen al sector.
En definitiva las grandes diferencias
que nos encontramos entre el régimen de las
DAR y la legislación sectorial agrícola y
forestal se centran en:
- Su objeto exclusivo: Inversiones en
actividades agrícolas, comerciales o
de transformación con las restriccio-
nes expuestas.
- La caracterización de los sujetos que
invierten: en principio exclusivamen-
te los que se dedican al sector agríco-
la con las salvedades expuestas.
- El tamaño del titular de la explota-
ción: en función de él será normal-
mente aplicable el régimen de PYMES
y por tanto no habrá necesidad algu-
na de notificación previa con la excep-
ción de las ayudas de funcionamiento
que siempre precisarán de notifica-
ción previa.
V. TRASLACIÓN DEL RÉGIMEN COMU-
NITARIO EN LA LEGIS-LACIÓN
INTERNA
Las referencias que se contienen al sec-
tor agrícola y forestal en la legislación inter-
na española no resultan, a mi juicio, nada
clarificadoras del régimen concreto a aplicar
en el sector.
Por un lado la Disposición Adicional
Cuarta del Real Decreto-Ley 12/2006 que
impone la redacción vigente de los incentivos
REF se refiere a esta cuestión en los siguien-
tes términos:
“La aplicación de los beneficios fiscales
establecidos en los artículos 25, 26 y 27, y en
la sección 2.ª del capítulo III del título V de la
Ley 19/1994, por parte de las empresas que
lleven a cabo actividades de producción,
transformación o comercialización de pro-
ductos agrícolas comprendidos en el anexo I
del Tratado de la Comunidad Europea, que-
dará condicionada a lo dispuesto en las
Directrices comunitarias sobre ayudas esta-
tales al sector agrario y forestal 2007-2013,
teniendo en cuenta las especialidades que se
deriven de la condición ultraperiférica de la
Comunidad Autónoma de Canarias.
Reglamentariamente se establecerán
los términos y los límites de dicha aplicación.”
Del tenor literal del precepto transcrito
destaco las siguientes cuestiones:
1. El régimen comunitario es de aplicación
a todos los incentivos del REF. La inclu-
sión del artículo 26 y del régimen de la
ZEC (como hemos visto, ayudas de fun-
cionamiento) no es casual, la implica-
ción de la legislación sectorial agrícola
también ha de ser examinada.
2. Aunque la legislación nombre exclusiva-
mente las directrices que antes hemos
examinado, son también de directa apli-
cación las exoneraciones y regímenes de
las PYMES aunque no estén nombradas
específicamente y ello porque la legisla-
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ción comunitaria de ayudas de estado es
directamente aplicable en todos los
Estados Miembros sin necesidad de tras-
lación específica al derecho interno. 
3. Las especialidades que se derivan de la
condición de región ultraperiférica a que
se refiere el precepto necesariamente
han de reconducirse a aquellas excep-
ciones utilizadas por el régimen REF,
esto es, a las ayudas de funcionamiento
porque otras cuestiones tales como
exceptuar algunas ayudas a la inversión
para la compra de tierras o permitir una
mayor intensidad requerirían una nueva
notificación y se conceptuarían como
nuevas ayudas a nivel comunitario.
4. Existe una, a mi juicio, clara deslegaliza-
ción en la aplicación del REF al sector ya
que su aplicación se condiciona al cumpli-
miento de una legislación comunitaria (a la
que no hay nada que objetar) y a un regla-
mento en el que se establecen los “térmi-
nos y límites de dicha aplicación”.
El primer comentario que merece tal
redacción es que el legislador parece estar
dando por supuestos o sabidos muchos con-
dicionantes de la legislación comunitaria. En
España tradicionalmente los incentivos fisca-
les han sido mucho más explícitos con sus
ámbitos de aplicación tanto por el mandato
del principio de su establecimiento por ley
(artículo 8 de la LGT) como para facilitar la
interpretación correcta de la norma, o para
evitar extender más allá de sus términos
estrictos su ámbito de aplicación (artículo 14
de la LGT). No cabe duda de que a nivel inter-
no los beneficios fiscales han de reunir las
características de precisión de ámbito y clari-
dad en la legislación a la que reenvían por lo
que este artículo parece cumplir más una exi-
gencia de la Comisión Europea de un compro-
miso público que un examen pormenorizado
de las consecuencias de la aplicación sectorial
expuesta.
El segundo inciso que me gustaría hacer
al respecto es acerca de la entrada en vigor
de los incentivos REF para el sector agrícola y
forestal. No parece que sea necesario esperar
al desarrollo reglamentario para que se espe-
cifiquen tales términos y límites. A estos efec-
tos, considero que la entrada en vigor del
Reglamento un año más tarde que la de la
redacción legal tiene sólo una fuerza interpre-
tativa y que, a falta de su existencia para las
rentas de 2007, los incentivos fiscales son de
aplicación directa en ese período siempre que
cumplan los condicionantes comunitarios.
El otro marco legal de aplicación del REF
al sector primario se contiene en el
Reglamento de estos incentivos. En efecto,
el Real Decreto 1758/2007, de 28 de diciem-
bre, por el que se aprueba el Reglamento de
desarrollo de la Ley 19/1994, de 6 de julio,
de modificación del Régimen Económico y
Fiscal de Canarias ha entrado en vigor el uno
de enero de este año. El texto se ha ocupado
del desarrollo reglamentario de los incentivos
estudiados en las materias referentes a los
incentivos fiscales en la imposición indirecta,
la reserva para inversiones en Canarias y la
Zona Especial Canaria (en adelante RD1758).
Esta norma reglamentaria solamente se
ocupa del tema que estudiamos en el artícu-
lo 37.1 con el siguiente tenor literal:
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“ La aplicación de los artículos 25 y 27
de la Ley 19/1994, de 6 de julio, por parte
de los sujetos pasivos que lleven a cabo acti-
vidades de producción, transformación o
comercialización de productos agrícolas
comprendidos en el anexo I del Tratado
Constitutivo de la Comunidad Europea se
ajustará a los términos y condiciones previs-
tos en las Directrices comunitarias sobre
ayudas estatales al sector agrario y forestal
2007-2013, en las disposiciones y directri-
ces de Derecho comunitario reguladoras de
la concesión de ayudas de Estado y en los
actos dictados en su aplicación.
En particular, se tendrá en cuenta lo
establecido en tales disposiciones respecto
del tipo de inversión a que se puede destinar
la ayuda, del montante máximo a percibir,
de las condiciones especiales establecidas
en función del tamaño de la persona o enti-
dad titular de la explotación, del objeto de la
actividad a que se afectarán los activos en
que se concrete la inversión o en relación
con cualquier otra circunstancia, así como
las que se puedan establecer en atención a
la condición de ultraperificidad de las Islas
Canarias, en los términos establecidos por
las referidas disposiciones y actos de
Derecho comunitario.”
Analizando la disposición llaman la aten-
ción los siguientes aspectos:
1. Sistemáticamente el precepto se sitúa
en el título V “control de incentivos y acu-
mulación de ayudas derivados de la apli-
cación del Derecho comunitario”, es
decir en un ámbito general de los incen-
tivos, pese a que el precepto sólo hace
referencia a los artículos 25 y 27,
obviando el mandato legal que se refe-
ría también a los artículos 26 y al régi-
men especial de tributación de las enti-
dades ZEC.
2. Ya se especifican todas las normas
comunitarias de aplicación al sector al
enunciar “disposiciones y directrices de
Derecho comunitario reguladoras de la
concesión de ayudas de estado y en los
actos dictados en su aplicación”, circuns-
tancia que por otra parte debía ser obvia
y no sólo para este sector pero que es
particularmente importante por la apli-
cación parcial de esta legislación secto-
rial a los de transformación y comercia-
lización de productos enumerados en el
Anexo I del TCE como se explicó antes y
que además contiene una novedad: el
traslado de la carta de naturaleza que
tiene en Derecho comunitario el acto de
concesión de compatibilidad con él que
realiza la Comisión Europea y que es
capaz de imponer restricciones de con-
cesión que son incluso más vinculantes
que el propio derecho positivo interno
del Estado Miembro que las desarrolla.
3. En el ámbito material el Reglamento sólo
desgrana los elementos a tener en cuen-
ta para verificar que se cumplen las con-
diciones aplicables al sector y que han
quedado expuestos en el epígrafe ante-
rior pero no concreta ni especifica como
establecía la norma legal cuáles son esas
limitaciones.
De la conjunción de todos estos ele-
mentos tampoco parece que pueda
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extraerse una clara conclusión acerca de
las normas de aplicación de los incentivos
REF al sector agrícola, por lo que parece
que es conveniente una aproximación al
problema incentivo por incentivo para esti-
mar su magnitud. Vamos pues a ir exami-
nando cada uno de ellos para calibrar su
importancia relativa y examinar las alter-
nativas que pueden ofrecerse al aplicador
del derecho.
A) LAS AYUDAS CONTENIDAS EN EL
ARTÍCULO 25 Y SU INCIDENCIA EN
EL SECTOR AGRÍCOLA
Como ya hemos visto antes, este artí-
culo a nivel comunitario es claramente una
ayuda a la inversión y por tanto entrarán en
juego las restricciones comunitarias antes
enumeradas. No obstante, el cumplimiento
de esa normativa habrá que combinarla
también con la propia definición del incen-
tivo que se realiza a nivel interno.
En este marco, está claro que no pue-
den acogerse a este artículo ni las inversio-
nes de sustitución ni las de compra de
terrenos ni los bienes usados cuando la
entidad no sea de reducida dimensión a
efectos internos (esto es, cuando no factu-
re más de 8 millones de euros anuales)
pero al examinar también la incidencia
práctica del incentivo combinando las dos
legislaciones, lo cierto es que la incidencia
del incentivo ya sería escasa por sí misma
sin restricciones adicionales.
En principio parece lógico pensar que
la adquisición de los bienes de inversión va
a producirse a los proveedores naturales
que operan en el mercado y dado que los
productos agrícolas sin transformación van
a tributar normalmente al tipo cero (al 5 en
caso de las flores) no podrían, en principio,
acogerse a una exención que exige que el
beneficiario no tenga derecho a la deduc-
ción total de las cuotas soportadas. 
Por lo que respecta al Impuesto sobre
Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados en la modalidad
de Transmisiones Patrimoniales la visión es
diferente: aquí lo que prima es el carácter
de bien de inversión adquirido a un particu-
lar. El supuesto habitual de aplicación sería
la compra de terrenos a particulares, en
cuyo caso tampoco operaría la exención (si
la compra es sólo de suelo lo excluye el artí-
culo 25 y si es de inmueble no entra la res-
tricción comunitaria). Si es otro el objeto
adquirido con alegación de exención tam-
poco es fácil que opere la exención dado el
límite legal del importe mínimo por objeto
adquirido de 3.005,06 euros salvo quizás
en la venta de un elemento de transporte
para uso interno adquirido por una entidad
de reducida dimensión que no sea una
inversión sustitutiva y que tenga homolo-
gación por su exclusiva aplicación agraria. 
Como vemos, en este supuesto las
exclusiones comunitarias respecto a las
inversiones de sustitución, de plantación de
plantas anuales o de obras de drenaje o
equipo y obras de regadío son en realidad de
poca aplicación práctica para este incentivo
y no porque no sean de aplicación directa,
sino porque la normativa que conforma el
incentivo a nivel interno no lo permite.
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B) EL SECTOR AGRÍCOLA Y EL
ARTÍCULO 26 DE LA LEY 19/1994
El enfoque es radicalmente distinto en
el análisis del artículo 26. Si bien, como ya
comentamos antes, éste es uno de los artí-
culos enumerados en el texto del Real
Decreto Ley, lo cierto es que no le es de apli-
cación la legislación contemplada en el
Reglamento que hemos transcrito ya que el
texto literal del precepto no contempla este
incentivo.
El tema que suscita esta omisión es,
obviamente, si a este artículo le afectan las
restricciones que hemos enumerado o al ser
una ayuda a funcionamiento autorizada no
estará sujeto a estas limitaciones.
Mi opinión, eso sí puramente personal y
a la espera de que la Dirección General de
Tributos pueda pronunciarse al respecto, es
que este incentivo es de plena aplicación al
sector agrario sin más restricciones que las
que se contemplan en el texto vigente del
artículo 26 de la Ley 19/1994.
Este incentivo no se ha modificado sus-
tancialmente desde su inicial autorización
comunitaria. La bonificación ha pasado con
éxito ya cuatro exámenes de compatibilidad
con el derecho comunitario (los expedientes
N144/96 sobre su redacción inicial,
N773/2002 de eliminación de su carácter
decreciente y temporal, N 84/2005 de prórro-
ga de su vigencia hasta 31.12.2006 y final-
mente N377/2006 actualmente vigente). En
todos ellos la Comisión ha estimado que la
medida contribuye a “superar las desventajas
permanentes de las Islas Canarias” como
región ultraperiférica y que realmente contri-
buye a paliar el coste de los factores que enu-
mera el TCE como factores que limitan grave-
mente el desarrollo de Canarias. No parece
pues que exista, desde una perspectiva comu-
nitaria, mayor problema en su aplicación
directa a todo el sector primario agrícola. 
Por otra parte, no podemos olvidar que
todas las restricciones que hemos enumera-
do y que configuran el marco de aplicación de
las ayudas de estado al sector son aplicables
sólo a las ayudas a la inversión y que la reser-
va para ayudas de funcionamiento que reali-
za la Comisión en las directrices generales y
las específicas del sector se ha cumplido al
haberse notificado el proyecto antes de su
entrada en vigor y haber demostrado, inclu-
so antes de que entraran en vigor las DAF, la
proporcionalidad de la medida adoptada.
Otra interpretación nos llevaría al plan-
teamiento ilógico de un incentivo fiscal de
contenido casi vacío. Efectivamente, las
bonificaciones que prevé el artículo 26 son
para los sectores de las “actividades agríco-
las, ganaderas, industriales y pesqueras”. Si
el incentivo se prevé a nivel interno para
impulsar la producción de bienes físicos en
Canarias y específicamente nombra a estos
sectores sin mayor limitación que la genéri-
ca de directrices, parece razonable concluir
que la Comisión ha seguido la misma línea
que ya inició en su primer examen de 1996
considerando adecuado el incentivo.
También parece ser ésta, sin haber sido
explicitada, la interpretación estatal ya que
un año después de haber aprobado los nue-
vos incentivos mediante Real Decreto Ley no
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ha visto ningún tema específico que haya que
desarrollar en el Reglamento para este incen-
tivo cuando sí ha modulado la aplicación de
los demás incentivos para el sector agrícola.
Es más, en las escasas ocasiones en las que
el Ministerio se ha pronunciado sobre la apli-
cación de este incentivo, se ha limitado a
reproducir la legislación interna, sin agregar
limitaciones que también deberían, de ser
aplicables, dejar fuera del incentivo a quien
realiza la solicitud (consultas vinculantes
V15491-08 realizada por los productores de
plátano o V1328-07 formulada por producto-
res de productos cárnicos salados).
En cualquier caso, para hacernos una
idea del importe al que podría ascender este
incentivo en el sector puede servir el estudio
que realizaron las dos Universidades
Canarias1 para el periodo 1994/2002, sobre
una muestra representativa de empresas
canarias, a tenor del cual el montante medio
al que asciende la bonificación en el sector
primario no sería muy importante, quedando
superado con creces por la industria.
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1 Estudio “Los aspectos económico financieros de la RIC en el período 1994-2002”. Universidades de Las Palmas
de Gran Canaria y La Laguna. Diciembre 2004.
CUADRO 5
APROVECHAMIENTO DE LA BONIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 26 POR EL SECTOR
PRIMARIO Y POR LA INDUSTRIA
C) LA APLICACIÓN DE LAS LIMITACIO-
NES COMUNITARIAS DEL SECTOR
AGRÍCOLA A LA ZONA ESPECIAL
CANARIA
Este es el segundo incentivo de los
“desaparecidos” de la lista que estableció el
Real Decreto Ley ya que tampoco ha sido des-
arrollado por el Reglamento. Como veíamos al
principio, esta ayuda de funcionamiento ha
sido declarada plenamente aplicable al sector
primario en general siempre que se respete el
contenido de las DAF “o a cualquier otra dis-
posición comunitaria que las sustituyan”
(punto 17 de la autorización comunitaria en el
expediente N 376/2006).
Ese genérico compromiso que fue trasla-
dado en el Real Decreto Ley ha sido también
revalidado por las autoridades españolas ante
la Comisión Europea muy recientemente y ya
vigente el Reglamento: en el expediente
N741/2007 al autorizar la ampliación del perí-
odo de disfrute del régimen para este tipo de
entidades hasta 2019. La Comisión se limita a
observar que la dificultad estructural que
padecen todas las entidades, inscritas o no en
la ZEC, es permanente y que el instrumento
fiscal es proporcional a esa desventaja por lo
que no tiene inconveniente en autorizar su
vigencia incluso fuera del período de progra-
mación normal, que finalizaría en 2013.
En este punto parece no haber pues
mayores dificultades en admitir que en el
marco normal de desenvolvimiento de una
entidad ZEC que quisiera operar en el sector
primario no existirían limitaciones para la apli-
cación del régimen fiscal y que si se hubiera
detectado algún tipo de problema al menos en
este incentivo, ya se habría planteado en la
segunda autorización.
D) LA APLICACIÓN DE LA RESERVA PARA
INVERSIONES EN EL SECTOR
AGRÍCOLA
Éste es sin duda el marco más problemá-
tico para la aplicación de incentivos en el sec-
tor agrícola. Así como en los otros incentivos
examinados anteriormente el tenor literal del
texto español o el examen individualizado a
que se sometió la bonificación hacen que la
decisión sea más fácil, en este incentivo la
decisión acerca del marco de aplicación es
mucho más complicada.
Las razones de la complejidad son de
índole jurídica, económica y, cómo no, polí-
tica. 
Jurídicamente resulta que estamos exa-
minando un incentivo que para la Unión
Europea engloba tantas ayudas como grupos
de activo en que materializamos la Reserva
para Inversiones. En efecto, para la Comisión
Europea las ayudas con inversión inicial de las
previstas en la letra a) del apartado 4 del artí-
culo 27 que regula la ayuda o el empleo pre-
visto en la letra b) del mismo artículo y apar-
tado, son ayudas a la inversión y por tanto,
como hemos visto, sujetas a determinadas
limitaciones, también en el campo agrícola.
Las demás ayudas contempladas en el resto
de los apartados son ayudas de funcionamien-
to que, como hemos visto, no tienen a priori
un criterio de compatibilidad comunitaria al
que acogerse y existe sólo una remisión al
caso concreto. Por su parte y a nivel interno,
el propio funcionamiento de la Reserva hace
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que lo habitual sea pasar de un tipo de ayuda
a otro sin mayores problemas para el resto de
los sectores ya que casi cualquier inversión de
sustitución es apta para materialización de la
Reserva, mientras que en el sector agrícola
estaría, en función de cómo se interprete la
autorización, vedada tal aplicación. 
Políticamente porque es cierto que la
Comisión Europea ha autorizado la ayuda y
como tal ente con personalidad jurídica ha dic-
taminado esa compatibilidad recordando eso
sí que las normas sectoriales agrícolas pueden
ser de aplicación y que en su caso habría que
proponer medidas apropiadas, pero también
lo es que la Dirección General que la autorizó
no es la competente por razón de la materia y
que España debe respetar el compromiso, vin-
culante a nivel jurídico, que asumió de respe-
tar la legislación comunitaria sectorial. 
Económicamente porque éste es el
incentivo que agrupa el 80% de la utilización
de los incentivos fiscales del REF. 
Quizás a efectos meramente ilustrativos
merezca la pena resaltar cuál ha sido, según
el estudio de las universidades canarias preci-
tado, el comportamiento del sector en dicha
utilización.
Respecto a las dotaciones, la utilización
del incentivo ha sido ciertamente escasa si
atendemos a una comparación con otros sec-
tores. En efecto, según el estudio, las dotacio-
nes del sector giran en torno al 0.5% de las
dotaciones medias del periodo 1999/2002 y el
industrial abarca el 10% de las totales.
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Con relación a los activos de materializa-
ción el mismo estudio destaca la opción del
sector primario por inversiones en instalacio-
nes técnicas (26%) y terrenos y construccio-
nes (20%), ambos como hemos visto afecta-
dos en este período con restricciones, ya sea
por aplicación de la normativa interna (los
terrenos fundamentalmente), ya por la comu-
nitaria.
A nivel interno el principio de seguridad
jurídica a que nos obliga la Ley General
Tributaria exigirá, al menos a medio plazo,
que se clarifique la situación en la que queda
el sector.
No obstante lo cual, sí hay un dato sig-
nificativo que hay que tener en cuenta: el
tema de discusión no es ni puede serlo a nivel
comunitario la exclusión del sector primario
de los incentivos fiscales sino sólo una parte
de la inversión que realiza. Si la exclusión
fuera total como lo es la de los servicios intra-
grupo o la de las actividades financieras de las
ayudas de funcionamiento, la restricción ten-
dría que haber sido como ésta, incorporada al
texto con rango de Ley. La cuestión es una
decisión sobre dos temas: 
1. Si son aplicables las limitaciones de
ayudas a la inversión que hemos
visto.
2. Si la autorización abarca o no la con-
cesión de una ayuda a funcionamien-
to que permita recoger las inversio-
nes prohibidas en el marco
comunitario para las ayudas a la
inversión.
VI. OPCIONES INTERPRETATIVAS PARA
LA TRIBUTACIÓN DEL SECTOR
AGRÍCOLA
Las opciones de interpretación de la
norma, en un marco puramente técnico,
podrían agruparse en las siguientes:
1. Interpretar que la remisión legal y
reglamentaria a las directrices sectoriales de
agricultura impiden la aplicación de los artí-
culos 25 y 27 para las actividades de produc-
ción, transformación o comercialización al no
contar con el examen previo de la Dirección
General competente dentro de la Comisión
Europea. Esta opción es la más dura posible y
creo que debe descartarse directamente. Lo
que impide la normativa comunitaria, como
hemos visto, es un determinado tipo de inver-
siones para esos sectores y el alcance de las
limitaciones se atenúa cuando el tamaño de
la empresa es menor e incluso permite inten-
sidades mayores que las previstas en la nor-
mativa de los incentivos fiscales o la posibili-
dad de su concesión sin la previa notificación.
2. Restringir la aplicación de los incenti-
vos previstos en los artículos 25 y 27 en fun-
ción del tipo de inversión que pretendan lle-
var a cabo. El borrador inicial del desarrollo
reglamentario que se sometió a consulta
pública parecía optar por esta interpretación
ya que trasladaba las limitaciones que tiene
prevista la normativa comunitaria en las ayu-
das a la inversión sin notificación previa al
texto reglamentario. Así excluía de ambos
incentivos las inversiones para:
• La compra de derechos de producción,
animales y plantas o semillas anuales 
• La plantación de plantas anuales 
• Las obras de drenaje o equipo y obras
de regadío, salvo si se genera una
reducción del consumo del agua
mayor del veinticinco por ciento. 
• Las inversiones sustitutivas, enten-
diendo por tales las inversiones que se
limiten a sustituir un edificio o una
máquina existentes, o partes de los
mismos, por un edificio o una máqui-
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na nuevos y modernos, sin ampliar la
capacidad de producción en más de un
veinticinco por ciento o sin introducir
cambios fundamentales en la natura-
leza de la producción o la tecnología
correspondiente. 
• La fabricación de productos de imita-
ción y sustitución de la leche y los pro-
ductos lácteos, entendiendo por tales
aquellos que pueden confundirse con
ellos, pero cuya composición se dife-
rencia en que contienen grasas o pro-
teínas de origen no lácteo, tengan o no
proteínas derivadas de la leche. 
Estas limitaciones permitirían no notifi-
car previamente a la DG Agricultura y
Desarrollo Rural de la Comisión Europea la
concesión de tales ayudas ya que el regla-
mento de las PYMES al que antes aludíamos
exonera este trámite siempre que se cum-
plan esas condiciones y probablemente
estén apoyadas en que la práctica totalidad
de las empresas canarias cumplen los pará-
metros de volumen y empleo requeridos por
la normativa comunitaria pero tiene el incon-
veniente de que es más restrictiva que la pro-
pia legislación europea al incluir en la restric-
ción un universo de actuación más amplio
que el que tiene que aplicar estas prohibicio-
nes. Así, deja fuera de todo el escenario a un
tipo de fabricación muy tradicional en el
archipiélago y deja sin efecto la modalidad de
materialización más utilizada en Canarias y
que más ha contribuido tradicionalmente al
desarrollo económico: la inversión de susti-
tución que engloba la letra c) del apartado 4
del incentivo. 
Creo que esta opción debe también
descartarse ya que el propio Ministerio ha
optado en el texto reglamentario por una
remisión exacta a la normativa comunitaria
y a los actos en aplicación de ella, si bien
parece ser la que ha mantenido el Gobierno
de Canarias al incluir entre las peticiones de
futuro de las regiones ultraperiféricas para la
agricultura el desarrollo de la previsión de
ayudas de funcionamiento partiendo de la
inaplicación al sector de los artículos 25 y 27.
3.- Aplicar las limitaciones de la norma-
tiva comunitaria en sus estrictos términos:
esto es, aplicando las limitaciones existen-
tes en las ayudas a la inversión que hemos
reproducido pero interpretando que la com-
patibilidad de las ayudas de funcionamiento
para el sector son incuestionables al haber
sido examinadas por la Comisión Europea. A
efectos prácticos como ya hemos visto, esta
opción implicaría la práctica desaparición del
sector agrícola del artículo 25 pero conser-
varía las inversiones que no están compren-
didas en las letras a) y b) del artículo 27. 
Ésta parece ser, hoy por hoy y a reser-
va de que exista un pronunciamiento espe-
cífico por el Ministerio y por la Dirección
General de Tributos del Gobierno de
Canarias, la opción conservadora más acor-
de con el contenido del Reglamento. 
A la espera de que en el futuro pueda
irse clarificando más el panorama a nivel
comunitario por el pronunciamiento expreso
que ha solicitado el Gobierno de Canarias, lo
cierto es que el Ministerio de Economía y
Hacienda parece tenerlo algo más claro.
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En efecto, ya se ha producido un pro-
nunciamiento del carácter abierto del
Ministerio para este tipo de actuaciones. En
consulta vinculante de 19 de marzo de 2007
(V0567-07) la Dirección General de Tributos
se ha pronunciado aceptando que, ya vigen-
te esta redacción, la adquisición de plantas
madre sea un activo apto para la materiali-
zación de la Reserva para Inversiones. 
VII. CONCLUSIONES
1. La normativa interna española que
remite a la aplicación de la legislación comu-
nitaria de ayudas de estado en el sector agrí-
cola no aclara los términos y condiciones en
los que el sector de la producción, transfor-
mación y comercialización puede disfrutar
de los incentivos previstos en el REF.
2. Las extremas cautelas que se han
impuesto desde la Comisión Europea en las
autorizaciones de las ayudas y que han sido
parcialmente recogidas a nivel interno han
de ser atemperadas con la realidad econó-
mica de Canarias, solicitando, si fuera nece-
sario, un pronunciamiento adicional de las
autoridades comunitarias.
3. En todo caso a nivel interno español
es preciso un pronunciamiento expreso de la
Administración concretando la aplicación de
los conceptos jurídicos indeterminados que
se contienen en la normativa legal y regla-
mentaria. 
4. Se prevé un pronunciamiento expre-
so por parte de la Comisión acerca de los cri-
terios a seguir en la concesión de ayudas de
funcionamiento para las regiones ultraperi-
féricas que puede ayudar a clarificar mucho
este panorama.
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